
150-A-20 

THIJJUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las ocho horas con diez minutos 

del día dieciocho ele marzo de dos mil veintidós. 

Mediante resolución de lecha diez de rebrero del aiio que transcwTe (fs. 549 y 550), se 

·concedió a los in vestigados, seiior Luis Antonio Dherning /\ lmendares, por 1nedio de su apoderado 

general judicial, licenciado 

Barahona, por medio de su Defensor Públi co, licenciado 

; y al señor Enni n Atilio Montesinos 

:; el plazo 

de diez días hábi les para que presentaran las alegaciones que estimaran pertinentes respecto de la 

prueba que obra en e l exped iente; si n embargo, el referido plazo venció sin que los primeros se hayan 

11personado a ejercer su correspondiente derecho. 

Considerandos: 

T. Relación de los hechos 

Objeto del caso 

El presente procedirn iento se tramita contra: 

i) El señor Luis Antonio Dhcming Almcndarcs, ex Alca lde Municipal y actualmente 

Regidor Propietario de Meanguera del Go lfo , departamento de La Un ión, a qu ien se atribuye la 

posible transgresión a: 

a) El deber ético de "Utilizar los bienes, fo ndos, recursos públicos o servicios con/r(l/(lc/os 

únicamente parn el cumplimiento de los fines institucionales para íos cuales están destinados", 

establecido en el artículo 5 letra a) ele la Ley de Ética Gubernamental (LEG) por cuanto, 

presuntamente, desde junio de dos mi l diecisiete a diciembre de dos mil diec iocho, habría construido , 

con fondos públ icos de la institución que presidía, una calle ubicada en el Barrio San Franci sco de 

dicho mun icipio, la cual se dirige hacia un terreno supuestamente vinculado con su madre, que se 

encuentra a la ori 1 la del mar. 

b) La prohibición éti ca de "Realizar actividades privadas durante la jornada ordinaria de 

trabajo, salvo los permitidas por la ley", regulada en el artículo G letra e) de la LEO; por cuanto, 

presuntamente, habría devengndo el salario correspondiente a los meses de julio de dos mil diecisé is 

y ju li o y agosto de dos mil diec isiete, a pesar de existir repones de movimientos migratori os que 

:-;eñalan que el referido señor se cnco11traba fuera del territorio nacional , sin existir justificac iones de 

autorización o permiso para ausentarse de sus labores. 

ii) El señor Ermin Ati li o Mo ntesinos Barahona, ex Primer Regidor Propietario de la citada 

·municipalidad, a quien se atribuye la probable transgres ión a la prohibición ética relativa a "Realizar 

actividades privadas durante la j ornada ordinaria de tmbr(jO, salvo las permitidas por la ley", 

regulada en el artículo 6 letra e) de la LEG, por cuanto habría dcven~ado el sa lario correspondiente 

al mes de j unio de dos mil di ecisé is, a pesar de existir reportes de movimientos migratorios que 

seña lan que el referido señor se encontraba fue ra del territorio nacional, sin existirjust i!icac iones de 

autorización o permiso para ausentarse de sus labores. 

La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter confidencial. En 
este contexto, es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo establecido al 
artículo 30 de la Ley de Acceso a la información Pública, se extiende la siguiente versión pública.



Desarrollo del procedimienro 

l. Por reso lución agregada a folios 35 y 36, se ordcn6 la investigación preliminar del caso y 

se delegó instructor para su real izac ión. En ese contexto, se recibió el informe de investigación 

correspondiente y documentación adj unra (fs. 39 al 348). 

2. En la resolución agregada a fo lios 349 al 352, se decretó la apertura del procedimiento 

adm ini strativo sancionador contra los señores Luis Antonio Dhcming Alrnendares y Errnin Atil io 

Montesinos Barahona, y se les concedió e l plazo de cinco días hábiles para que ejercieran su derecho 

de defensa; la cual fue debidamente notificada ni señor Montesinos Barahona, la! como consta en acta 

ele notificac ión de r. 362, sin que haya presentado escrito alguno. 

3. Mediante escrito agregado a folios 363 y 364, el licenciado 

. manifestó actuar como J\poclerado General .Judicial con cláusu la especial del in vestigado Lu is 

Antonio Dheming A lmcndares. Además, por encontrarse su representado rucra del país, so licitó que 

se le notificara a di cho investigado por medio de su persona. 

4. Por resolución agregada fo lio 369. se autorizó la intervención del licenciado 

Genera l Judicia l con cláusula especial del investigado Luis Antonio 

Dhcming Almcnclarcs, y se ordenó notificar al mismo esa reso lución y la agregada a fs . 349 al 352. 

5. Medi~rnte escrito agregado a fo lios 372 y 373 el investigado Lu is Antonio Dheming 

Alrnendarcs, por medio de su Apoderado General Judicia l con cláusula especial , licenciado 

, ejerció su derecho de defensa. 

6. Por resolución agregada a fo lios 374 y 375 se abrió a pruebas el procedimiento por el 

término de veinte días hábiles: y se comisionó Instructores para la investigación de los hechos. 

7. Mediante escrito agregado a fo lios 382 y 383, el investigado Luis Antonio Oheming 

A lmendarcs, por medio ele su Apoderado General Judic ial con cláusula especial, liccnciadc 

. ofreció prueba documental y propuso prueba testimonial. 

8. En e l infonnc agregado a fo lios 384 al 388, los Instructores delegados establecieron los 

ha llazgos de la investigación efectuada, incorporaron prueba documental (fs. 389 al 522), y 

propusieron prueba testimonial. 

9. Por medio de resolución de fo lios 523 se suspendió el presente procedimiento y el plazo 

máximo para concluirlo por el término de quince días hábiles, de conformidad al artícu lo 94 de la 

Ley de Procedimientos Administrativos (LPA), a partir de ese día. 

10. Mediante reso lución agregada a fo lios 526 y 527, se ordenó citar testigos para que 

ri nd ieran su declaración en la aud iencia señalada para las once horas del diez de febrero del año que 

transcurre. 

11. En la aud iencia de prueba de las once horas del di ez ele febrero de dos mi 1 veintidós (fs. 

546 al 548), con la presencia del li cenciado ~ Defensor Público del 

in vestigado Errnin Atilio Montesinos Barahona, se recibió la declaración ele los señores 

y ., testigos propuestos por el 1 icenciaclo ' > 

apoderado general judicial con cláusu la especial del sefior Luis Antonio Oheming Almcndares. 
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12. Por reso lución agregada folios 549 y 550 se decretó el sobrcseim iento por In supuesta 

infracción a la proh ibición ética regulada en el anículo 6 letra k) de la LEG, atribu ida al señor Luis 

Antonio Dherning J\lmenclares. 

Además , se concedió a los investigados por medio de su Apoderado General .Judicial , 

licenciado , y Defensor Público, licenciado ., 

respectivamente, el plazo de d iez días hábiles para que presentaran las alegaciones que estimaran 

pertinentes respecto de la prueba que obra en el expediente. No obstante el referido plazo venció sin 

que los investi gados se hayan apersonado a ejercer su correspondiente derecho. 

II. F undamento .iurídico. 

Transgresión atribuida 

Las conductas atribuidas al señor Luis Antonio DhemingA lmenda:res se ca lificaron como una 

posible transgresión al deber ético regulado en el artículo 5 letra a) de la LEG, y las prohi biciones 

ét icas estab lec idas en el artícu lo 6 letras e) y k) de ese cuerpo normativo. 

Asimismo, al señor Ermin Atilio Montesinos Barahona se atribuye la infracción a la 

prohibición ética regulada en e l artículo 6 letra e) de la LEG. 

El deber ético regulado en e l a11ículo 5 letra a) de la LEO, en relación con el catálogo de 

principios rectores que comprende la Ley - entre el los los de supremacía del interés público, lt:altacl, 

·eficienc ia y e ficacia-, exhortan a todos aquellos que admin istran recu rsos del Estado a uti liza rl os de 

forma racional, y destinarlos ún icamente para fines institucionales; pues su desvío hacia objetivos 

particu lares indudablemente se traduce en actos que transgreden la ética pública. 

En ese orden de ideas, los recursos públ icos - bienes y fondos- que maneja y custodia 

cualquier servidor público no le son propios, si no que pertenecen y están al serv icio de la colectividad , 

y en particu lar, a la consecución de los lines institucionales. Esto sign i lica que un funcionario o 

empicado público, en su trabajo cotidiano, no ha de ori entar sus acciones ni los recursos que gestione 

hacia beneficios personales, sectori ales u otros, s ino hacia obj et ivos que se vincu len de forma 

específi ca con las atribuciones y funciones propias de la institución en la que se desempeña; lo cual 

debe de manera inevitable servi r a la real iwción de un interés colccli vo; es dec ir. que importe a todos 

los miembros de la sociedad. 

Por tal razón, el desempeño de una función pública no debe visualizarse co1no una 

oportun idad para satisfacer intereses privados o sectoriales, ni para obtener benefic ios o privilegios 

de ningún tipo; pues ello supondría una ve1'claclcra desnaturalización de la actividad estatal. 

La Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha señalado que "( ... ) los 

funcionarios públ icos en general , están llamados a cumplir una fi.mción propia. institucional, de 

servicio a los intereses genera les con objetividad y eficacia. ( ... ) Ello implica que en el ejercicio de 

su función han de obrar con criterios no partidistas o particulares, sino objetivos e impersonales, 

cumpliendo las leyes y la Constitución - a.rts. 125, 218 y 235 Cn.- en el marco de una t\dministración 

J>úbl ica profes ional y eficaz" (Sentencia de fecha 23-1-2012, 1 nconslitucional ida el referencia 49-

20 11 ). 

Entonces, desde Ja perspectiva ética es absolutamente reprochable que cualquier servidor 

público no emplee adecuadamente los recursos públicos; pues ello afecta el patrim onio estatal y, en 
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última instanc ia, obstaculiza que el interés genera l - el bien comt'.111- sea satislccho conforme a las 

exigencias constitucionales. 

Ln utilización de los bienes o fondos públicos no puede estar clctem1inada por la voluntad de 

los funci onarios o servidores públicos, y por tanto. el uso indebido de los mismos se perfila cuando 

éstos se utilizan pura una finalidad distinta a la institucional. 

Criterio que ha sido desarrollado en las resoluciones finales 15-0-1 9 de focha dos de marzo 

de dos mil veinte y 2-0-1 9 de focha ve intiocho de agosto ele dos mil ve inte. 

Por otra parle, la prohibición ética establecida en el artícu lo 6 letra e) de la LEG pretende 

evitar que los servidores públicos realicen actividades ajenas al quehacer institucional durante su 

jornnda ord inaria de trabajo, salvo que exista una justifi cación lcgn l para ello. La referida norma tiene 

por objeto que el servidor público respete su jornada ordinaria. es decir, el tiempo efectivo esl<lblccido 

para que se dedique a las tareas usuales que corresponden a su puesto o cargo. 

La regulación común de la jornada de trabajo en el sector público se encuentra en el articulo 

84 de las Disposiciones Generales de Presupuestos, el cual preceptúa que el despacho ordinario en 

todas las oficinas públicas. será de lunes a viernes, en una sola jornada de las ocho a las dieciséis 

horas. Al poseer esta di sposición un carúclcr general resulta úti l para defin ir la jornada ordinaria o 

período de audiencia en que los funcionarios y empicados están ob ligados a asistir a su despacho u 

oficina, ante la fa lta de un horario particular contemplado por las leyes y reglamentos que rigen 

ámbitos específicos. 

Lo anterior tiene su íundamento en la naturaleza del tra bajo prestado por el servidor público, 

el cua l está determinado por las necesidades y conveniencias generales de los ciudadanos, delimitado 

por el ordenamiento jurídico y enmarcado en las competencias ele los entes públicos; por lo cual , el 

interés que satisface el trabajo del servidor público es el interés genera l de la comunidad que recibe 

los servicios públicos. 

En ese sentido, en las entidades del Estado debe cumplirse una jornada ordinaria de trabajo, 

que permitu a los usuarios obtener los servicios y realizar las gestiones de su interés dentro de un 

pinzo razonable; ello con la finalidad de evitar que los ti empos sean establecidos a conveniencia del 

interés particular del servidor público. 

No cabe duda que lu /\dministración Pública está destinada a operar en cond iciones óptimas, 

con el propósito de brindnr servicios de calidad, de conformidad con los recursos (materiales y 

personales) que se han dispuesto para ello y. ante la ausencia de estos, en cumplimiento a los fines 

i nstilucionulcs. 

Esto no implica negar la posibil idad de que los servidores públicos puedan ausentarse de sus 

labores, pero ello debe ser por moti vos legales, mediante el debido procedimiento y en los límites que 

la ley establece, para que dicha ausencia no sea arbitraria . 

Ciertamente, para que un servidor público pueda realizar una actividad particular durante su 

jornada ordinaria de trab:úo es imprescindible contar con el aval de la autoridad (o institución) en la 

que ejerce su cargo, pues de lo contrario podría generarse un pe1juicio o detrimento del desempeño 

de la función pública y. en consecuencia, del servicio que se presta a In ciudadanía. 

4 



Por ende, cuando los servidores gubernamentales incumplen sus horarios de trabajo sin 

justificación nlguna colateralmente se afecta el ejercicio de la función estatal. lo que incluso podría 

derivar en la prestación de servicios públicos ineficientes y en el retraso de los trámites o 

·procedimientos. 

Y es que la actuación de los servidores públicos debe regirse por los principios éticos de 

supremacía del interés pllblico, probidad, responsabilidad y lealtad, establecidos en el artículo 4 letras 

a), b), g) e i) de la LEG, lo cual supone que atiendan las !'unciones que les corresponden de fo1ma 

personal, estrictamente en el tiempo, forma y Jugar estab lecido por las normas administrativas 

respecto a asistencia, horarios y vocación de servicio, pues es en razón de el lo que reciben una 

remuneración proveniente de fondos públicos. 

En tal sentido, se pretenden evitar las deficiencias por parte de los servidores pLiblicos en el 

desempeño de la importante !'unción que realizan. De ahí, la necesidad de prohibir este tipo de 

conductas. 

IJI. Prueba recabada en el procedimiento 

En este caso la prueba que será objeto de valoración, por ser lícita, pertinente, idónea, 

necesaria y útil , es la siguiente: 

Recabada por el Tribunnl 

a) Prueba docwnemal: 

1. Copia simple y certi licada de " l1!for111e de /j).:t111w11 Especial a los Ingresos y Egresos y 

Ver(flcación de Proyectos en la Municipalidad de Meanguem del Golfo. Departamento de la Unión 

al período co111pre11dido del O I de mayo de 2015 al 30 de abril de 2018. r ver!ficación de denuncia 

ciudadana co11 referencia DPC-83-2017" de fecha doce de febrero de dos rn il diecinueve suscrito por 

la Dirección Regional de San Miguel de la Corle ele Cuentas de la República (CCR) (fS. 2 al 34; 139 

al 171) 

2. Cor>ia cert ificada de planillas de r>ago de salarios de l seiior Luis Antonio Dheming 

J\lmcndares correspondiente a los meses julio de dos mil dieciséis y julio y agosto de dos mil 

diecisiete (fs. 179 y J 80, 182). 

3. Copia certificada de planillas de pago de sa larios del señor Ermin AtiJio Montesinos 

13arahona rell.:renle al mes de junio de dos mil dieciséis (í. 205). 

4. Copia ccnificada de movimientos migratorios vía aérea del seiior Luis Antonio Dheming 

·J\lmendares corrcspondicmcs a los meses julio de dos mil dieciséis y ju li o y agosto de dos mil 

diecisiete (fs. 185; 52 1, 522) 

5. Copia cert ificada de movimientos migratorios vía aérea del señor Ermin Atilio Montesinos 

!3arahona correspondientes al rnes de junio de dos mil dieciséis (f. 186). 

6. Copin simple de neta de ses ión de l Concejo Municipal de Meanguera del Golfo, 

departamento de La Unión de fecha trece ele junio de dos mil dieciséis (f. 5 10). 

7. Cop in certificada de netas de sesiones del citndo Concejo Municipa l correspondiente a los 

meses julio de dos mil dieeiséis,julio y agost0 de dos mil diecisiete (f. 404 al 421). 
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8. Copia certificada ele la carpeta técn ica del proyecto "E1J1pedrado ,fi-aguado en pasajes 

peatonales en la comunidad las Playitas de Isla Meanguera del Golfo, departamento de L(I Unión,. 

y sus anexos (fs. 422 al 485). 

9. Copia simple ele esquema ele ubicación del proyecto en comento (fs. 90 y 97) 

l O. Jnformc de fecha veintidós de noviembre de dos mil veintiuno, suscrito por e l Director 

del l nstituto Geográlico y del Catastro Nac ional , y el Director ele Registro ele la Propiedad Raíz e 

Hipoteca::;, ambo::; del Centro Nacional de Registros (CN R), en e l cual se indica como propietaria de 

la parcela número dos cientos dos del sector " " a Ja señora , 

ubicado en el Barrio San Francisco correspondiente al municipio ele Mcanguera de l Golfo, 

depa rtamento ele La Unión (f. 495; 503). 

11. Copi a simple de mapa catastral de l sector " " de la referida loca] idad , e n el cua l 

se señala la parceln nlimero doscientos dos (Is. 496 y 497). 

12. Copia simple ele fotografía salclita l de la ubicación de la ca lle de l sector Las Playitas ( f. 

487) 

13. Certificación de partidas de nacimiento ele los señores Luis Anton io Dhcrning Almcdares 

y , extend idas e l día cuatro de noviem bre de dos mil veintiuno por Jefe del 

Registro del Estado Pam il iar ele la Alcaldía Municipal de Meangucrn del Golío, departamento de La 

Unión (Is. 489 y 489 BIS). 

14. Copia simple de Razón y Constancia de inscri pción de segregación por venta de inmueble 

con matrícula 95000290-00000, ubicado en Isla de Meanguera del Gol fo, departamento de La Unión, 

a favor ele la Alcaldía Municipal de esa localiclacl con un porcentaje del cien por ciento de derecho ele 

propiedad (f. 57) . 

15. Info rme de fecha once de noviembre ele dos mil veintiuno, rendido por el Secretario 

Municipal de Meanguera del Go lfo, departamento de La Un ión (f:s. 399 al 402). 

b) Prueba testimonial 

Declaraciones de los testigos recibidas en la audiencia de prueba realizada por este Tri bunal 

el día cuatro de junio del presen1e año (fs. 303 al 305) qu ienes, en síntesis, manifestaron que: 

i) El señor .. 

- "( . .. ) Lo linico que tengo que hablar de él a honor de lo que él trabajó en la comunidad, yo 

desconozco del caso que me tienen aquí por qué me han llamado como testigo de él, quiero saber cuál 

si en a lglin caso me entregó un proyecto él al trabajo, nunca me ha entregado é l ningún proyecto de 

trabé~j o él a mí de parte de la rnunicipalidacl ( ... )". 

- "( ... ) Luis quiso hacer esa calle para una com unidad que ya e!;; laba proyectado, pa ra esos ojos de 

agua, pero no se le dio prioridad a terminarla, solo hizo una pa rte porque ya le pusieron obstáculos 

cluefios de propiedad porque querían ... (Ininteligible), so licitó a los dueños ele propiedad que le 

vendi eran . pero por 1111 capricho porque eran cont rarios, no le qu isieron ciar Ja prioridad de venderle 

( ... )". 

ii) El señor 

- "( ... ) han hecho una callecita ahí y yo me acerco ahí para que la propiedad no se arru inan.1 pues, y 

lo que yo trabajo ella me pagaba a mí( ... )". 
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- "( .. . )Ahí no tiene nombre, pero ahí la calle de San Francisco y ahí como hay pocas casitas, ahí 

pidieron que se hiciera esa callecita para bajar, porque para subir viera qué incomodo es en las noches 

( ... )". 

-A la pregunta del instructor de "¿Quiénes son los colindantes de esa cal le?", el señor 

"Una seílora que se llama doña  (ininteligible)( ... )". 

contestó: 

- A la pregunta del instructor de ,(¿A quién benefició esa cal le?" , el señor 

ahí los colindantes( ... )". 

contestó " A todos 

lY. Va loración de la prueba y decisión del caso. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 inc iso 5° de la LEO, las pruebas vertidas 

en el procedimiento se valorarán según el sistema de la sana crítica, el cual se as ienta en el principio 

de razonabilidad y obliga a que las máximas de experiencia conste n en la motivación de la resolución 

definitiva; a fin de evidenciar c61110 se há alc..::111zado certeza ele lo afirmado por las partes. 

El artícu lo 87 del Reglamento de la LEO establece que en el procedimiento administrati vo 

sancionador rige el principio ele 1 ibettad probatoria, siendo admisibles todos los medios de prueba, 

que cumplen Jos requisitos de licitud, pertinencia, idoneidad, necesidad y utilidad; habiéndose 

realizado el juicio de admisibilidad y procedencia corres pondiente. 

/\u nado a ello, el artículo 106 incisos 1º ,2° y 3° de la Ley ele Procedimientos Adm in ist rativos 

(LPA), establecen reglas generales en cuanto a los medios probatorios. así: "[l]os hechos relevantes 

para la decisión de un procedimiento podrán probarse por cualquier medio de prueba admisible en 

derecho y será aplicable, en lo que procediere, el Código Procesal Civil y Mercantil. ----Se practi carán 

en el procedimiento tocias las pruebas pertinentes y útiles para dcterm ínar la verdad de los hechos, 

aunque no hayan sido propuestas por los interesados y aun en contra de la voluntad de éstos. ----Las 

pruebas serán valoradas en forma libre, de conformidad con las reglas de la sana crítica; sin embargo, 

para el caso de la prueba documenta l, se estará al va lor tasado de la misma en el derecho procesal 

comlin" . Y el inciso 6º ele la disposición legal citada prescribe que "l.lJos documentos fo rmalizados 

por los funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y en los que, observándose los 

requisitos legales correspondientes se recojnn los hechos constatados por aquell os, harán prueba ele 

éstos salvo que se acredite lo contrario" . 

Así, en el presente caso, dentro de la prueba vertida se encuentra la documental, la cual se 

configura dentro ele los documentos públicos administrativos, que son los "válidamente emitidos por 

los órganos de las Administraciones Públ icas; esto es los producidos por un órgano administrativo de 

acuerdo a las formalidades exigidas en cada caso" (Barrero, C., Ln Prueba en el Procedimiento 

Administrativo, p. 336). 

Lo anterior, en concordancia con los artícu los 106 de la LPJ\ y 33 l del Código Procesal Civil 

y Mercantil (CPCM), éste último refiere que serán instrumentos públicos "los expedidos por notario, 

que da fo, y por autoridad o funcionario público en el ejercicio de su func ión pC1blica"; cuyo valor 

probatorio, de conformidad al artículo 341 del CPCM, constituye "prueba fehaciente ele los hechos, 

actos o estado de cosas que documenten; de la fecha y personas que intervienen en el mismo, así 

como del fedatario o runcionario que lo expide". En este sentido, es preciso acotar que la prueba 
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documental verlida en el procedimiento, consta ele info rmes y certíficaciones cmiticlas por servidores 

de instituciones públicas. 

Finalmente, en cuanto a la prueba testimonial, el artículo 106 de la LPA, alude que, "[!]as 

pruebas serán valoradas en forma libre. de conformidad con las reglas de la sana crítica" -a excepción 

de la documental- , por lo que a continuación se establecerá el valor probatorio de la misma. 

Por tanto, a partir de la prueba aportada en el transcurso del procedimiento se ha establecido 

con certeza que: 

1. Calidad de servidor público de los i111•estigad(}s. 

Según Decreto Nº 2 cm itido por el Tribunal Supremo Electoral de fecha nueve de abril de dos 

mi l quince, publicado en el Diario Oficia l Nº 63, Tomo 407, de fecha diez de abril del mismo año, 

en el cual se declararon firmes los resultados de las elecciones de Concejo Municipales efoctuadas 

en dicho año, consta que los señores Lu is Antonio Dherning Aln1cnclares fueron electos, en ese 

orden. como Alcalde Municipa l de Meangucra del Go lfo, departamento ele La Unión. y Primer 

Regidor Propietario de la ci tada municipal idad, a partir del día uno de mayo de dos mi l quince hasta 

el día treinta de abril ele dos mil dieciocho. 

2. Sobre fo tra11sgresi<Í11 al deber ético regulado en el articulo 5 letra a) de la LEG. 

Por medio de los acuerdos municipales del Concejo Munic ipa l de Meanguern del Go lfo , 

departamento ele La Unión, número cuatro y cinco de acta número trece de fecha cinco de julio ele 

dos mi 1 diecisiete (Is . 409 al 412), se acordó aprobar la ejecución del proyecto Empedrado Fraguado 

en posajes peatonales en la comunidad las Playitas de f.<;/a Meanguera del Go((o. departamento de 

la Unión y otros, así como el retiro de fondos de la cuenta de ahorro que dicha comuna poseía en el 

Banco lza lqucño de los Trabajadores, siendo que el señor Dheming Almcndarcs participó en dichos 

acuerdos como Alcalde Municipal de esa local idad. 

/\hora bien, durante el mes de agosto de dos mil diecisiete, la construcción del proyecto en 

comento fue suspendida de fo rma admin istrati va por medio de acuerdo del Concejo Municipal de 

ivleangucra del Golfo número tres de acta número qui nce ele fecha nueve de agosto de dos mil 

diecisiete (fs. 41 5 al 4 18), debido a falta de co laboración de un vecino del señor 

al oponerse a dicho proyecto. 

Mediante acuerdo número tres ele acta número doce de fecha veinte de j unio de dos mil 

diecinueve, el Concejo Municipal ele Meanguera de Gol fo, departamento de La Libertad , au1orizó la 

reactivación y quitar el paro administrativo existente del referido proyecto y otros, habiendo 

participado para ello el señor Dhcming Almcndares (fs. 484 y 485). 

El proyecto denominado "Empedrado fraguado en pasajes peatonales en la co1111111idad las 

Playitos de isla Mem1t,ritera del Co(fo, deporla111ento de La Unión" tuvo como orden de in icio a partir 

del día uno de julio de dos mi l diecinueve (f. 479), su ejecución se ubica en Ja calle en 13arrio San 

Francisco secwr Las Playitas de esa local iclad, se reali zó por la modalidad ele 1 ibre gestión por la 

cantidad de veinticuatro mil ciento setenta y ocho dólares con cincuenta y un centavos de dólar de los 

Estados Un idos de /\mérica (US $24, 178.51 ). 
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Dicho proyecto consistió en la construcción de un empedrado fraguado sobre la superlicie del 

camino en el citado Barrio, cuidando ele que este tenga el respectivo bombeo para evacuar las aguas 

-lluvias hacia los costados. 

En ese sentido, la construcción de dicho proyecto ocurrió entre los meses de julio dos mil 

dieci siete y septiembre dos mil diecinueve, como consta en Jos acuerdos de autorización, suspensión, 

reactivación, orden de inicio y acta ele recepción definiti va del mismo (1:5. 409 al 4 12; 415 al 418; 478 

y 479, 484 y 485). 

En cuanto a los fondos utilizados parn la ejecución del proyecto en comento fueron producto 

de un empréstito bancario rea lizado por dicha Alcaldía Municipal al Banco lzalqueño de El Sa lvador, 

contratando únicamente supervisión externa por parte de la empresa Proyectos e Inversiones G y O, 

S. A. DE C. V., como consta en el acuerdo agregado a f.5. 4 1 O, y la documentación anexa a la carpeta 

técnica ele ese proyecto (fs. 425 al 1~28; 476 y 477). 

Por otro lado, consta que la señor~ 1 es propietaria de un inmueble 

consistente en la parcela número doscientos dos del sector " " ubicado en el Barrio San 

Francisco del municipio de Mcangucra del Golfo, departamento de La Unión, como se scñnla en el 

informe rendido por el Director del Institu to Geográfico y del Catastro Nacional, y el Director de 

Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas, ambos del CNR (fs . 495 y 503). 

Asimismo, se probó que el proyecto denominado "Empedrado ji·aguado en pm;ajes 

peatonales en la comunidad fas Pkryitas de isla lv!ecmguera del Go(fo, departamento de La Unión" 

incluía y beneficiaba al propietario de dicho inmueble en razón de su ubicación , e l cua l sirve ele acceso 

a un terreno del mar propiedad de la señor~ , como constan .en las copias simples 

del mapa catastral ele esa parcela (fs. 496 y 497), fotografla satelital de la ubicación de la calle del 

sector Las Playitas ( f. 487); del esquema de ubicación del proyecto en comento, y los anexos a la 

carpeta técn ica de l mismo (fs. 422 al 485). 

Además, consta que la Dirección Regional de San Miguel de la CCR observó dicho 

procedimiento de construcción en razón que se llevó a cabo sobre un inmueble que no es propiedad 

de la Alca ldía de Meanguera del Go lfo, departamento de La Unión, y se utiliz..1ron para e llo fondos 

propiedad de dicha comuna adquiridos por medio de préstamo; es deci r por medio ele deuda a plazos, 

lo cual se documentó en los respectivos pa pt:les de trabajo relat ivos al hallazgo número tres del 

. "Informe de Examen Especial o los Ingresos y Egresos y Ver(f¡cación de Proyecto.1· en la 

Municipalidad de t'vfeanguera del Go~fo, Departamento de La Unión o/ período comprendido del 01 

de mayo de 2015 al 30 de abril de 20 I 8. Y ver(ficación de denuncia ci11dada11a con refere11c ia DPC-

83-201 7" ele fecha doce ele febrero de dos mi l diecinueve (fs. 2 al 34; 139 al 17 1 ). 

Según informe agregado a folios 399 al 402, suscrito por el Secretario Municipal de esa 

loca lidad , In ca lle de l Barrio San Francisco, en el sector Las Playitas está ubicada en calle que conduce 

a cantón El Salvador, iniciando en ese punto con las coordenadas" 13.185341-87.698818; fi nal izando 

con las coordenadas 13 . . 185408-87.696535 , esto rumbo ni mar del Oceano Pacílico, cuyos col in dantes 

son: 
" 

y l. 
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Aum1do a ello, se indica por medio de copia simple de razón y constancia de inscripción de 

segregación por venta de inmueble con matrícula 95000290-00000, ubicado en Is la de Mcanguera 

del Go lfo , departamento de La Unión, a favor de la Alca ldía Municipal de esa local idad con un 

porcemaje del cien por ciemo de derecho de propiedad (f. 57), único inmueble del cual es propietaria 

esa comuna, y no co incide con la ubicación de ese proyecto de construcción. 

Por otro lado, los señores y . declararon en la audiencia de 

prueba realizada por este Tribunal (fs . 30 a l 305) sobre los hechos atribuidos al señor Lu is Anton io 

Dheming Almedares de fonn :i ambigua. limitándose a indicar que la cal le fue construida para 

beneficio ele la "comunidad" o ele "los co lindantes", sin que tales afirmaciones tengan Ja entidad 

suliciente para desvi rtuar los hechos acreditados por medio de la prueba documenta l, scgl'.111 la cual 

se construyó con fondos públicos una calle en terrenos propiedad de particulares entre los que 

figuraban la madre del investigado, quien se benefició con la realización de dicha obra. 

finalmente, se ha comprobado que entre los señores y Luis Anton io 

Dheming Almcnclares existe un vínculo de p:1rcntesco por consanguinidad en primer grado, pues la 

primera es madre del segundo, como consta en las cert ificaciones de sus partidas de nacimiento 

correspondientes (fs. 489 y 489 b is) . 

Por su parte, el investigado manifiesta por med io de su apoderado general judicial (fs. 372 y 

373) que ·~amás ha utilizado dichos fondos para tal fin, que ciertamente su madre la seiiora 

construyó un muro de retención en propiedad de e lla con fondos propios de ella, 

a efecto de no d~jar su propiedad en desn ivel y vulnerable a las consecuencias de la construcción, 

aclarando que mi representado que la alcaldía que el presidia no ha uti lizado fondos ni para mejorar 

o hacer construcciones en propiedad de su madre. Por lo tanto, niega dichos hechos atribuidos., ( ... )" 

1 sic]; s in embargo, con la documentación antes relacionada se desvanecen los argumentos expresados 

por el señor Dherning Almendares, pues se ha comprobado la utilización de fondos públicos de la 

comuna que pres idió para la construcción de In cal le en cuesti ón. 

De conformidad con lo clispueslo en el art. 579 del Código Civi l las calles son bienes de 

dominio público de uso público y, corno tales "están destinados al disfrute de toda la comunidad y 

son uti lizables por sus componentes sin discriminación" (scnicncia pronunc iada por la Sala de lo 

Constitucional de la CS.I en el proceso de 1 nc. 50-20l0/51-201 O) . 

Por otra parte, según el artículo 6 de la Ley ele Cmre1eras y Cam inos Vecinales todos los 

terrenos ocupados por las vías públ icas deberán ser p ropiedad de l Estado. Esto significa que, ~ i d 

Estado decide erogar recursos públicos para la construcción de una calle. los inmuebles respectivos 

deben pertenecer a éste no s iendo adm is ible que una obra ele esta naturaleza se realice en propiedad 

de p:irticularcs. 

En consecuencia, al hacer una valoración integral de los elementos de prueba recabados en d 

procedimiento. se ha comprob'1dO con total certeza que el señor Lu is Antonio Dhcming A lmcndarcs 

autorizó la ejecución del proyecto denominado "Ernpedrado .fraguado en pasajes peatonales en la 

co11111nidad las Play itas de isla !vfeanguera del Golfo, departamento de Lo Unión" con fondos de esa 

Alcaldía proven iente de un empréstito bancario real izado por esa comun:i a l Banco Iza lqueño de E l 

Salvador por la cantidad de veinticuatro mil ciento setenta y ocho dólares con cincuenta y un centavos 
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de dólar de los Estados Unidos de América (US $24, 178.51 ), el cual fue rea !izado en terrenos privados 

ubicados en la cal le en Barrio San Francisco, sector Las Playitas de esa localidad, para crear un acceso 

hacia un terreno a la orilla del mar, inmueble que es propiedad de su madre, sefiora 

. Asimismo, como lo indicó el testigo , dicha construcción fue rea lizada para 

"bajar, porque para subir viera qué incomodo es en las noches"; es decir, para la comodidad los 

habiranres de esa zona, entre ellos la set"íort 

Lo anterior, contraviene el deber ético regulado en el artículo 5 letra a) de la LEG, pues a los 

servidores públicos les asiste el imperativo deber de salvaguardar y custodiar, los recursos públicos 

que les han s ido con fiados en el ejercicio del desempeño de sus funciones, por ende la apropiación 

de éstos, la destinación di lerente, el uso indebido, entre otros, implica un comportamiento 

reprochable; pues debe considerarse que la utilizac ión de los recursos públicos debe ser razonab le, 

por lo que de ninguna manera puede ser producto ele intereses, oportunidad y provecho personal , pues 

legalmente está prohibido. 

Por ende la utilización indebida de los recursos públicos, riñe y se contrad ice con el normal 

funcionamiento de las instituciones públicas, tal como sucedió en el caso particular, pues al haber 

.aprobado la utilización de fondos municipales para la construcción de una calle en terreno privado, 

con la finalidad de beneficiar a los habitantes de la cal le del Barrio San Francisco, entre el las la señora 

., mamá del señor Luis Antonio Ohcming Al mendares, abusó de tal manera 

del cargo que ejercía para disponer ele los recursos económicos de esa !\ lcaldía que deben ser 

destinados para actividades y funciones ele carácter público, y ele forma parti cular. 

3. Sobre la tra11sgresió11 a la pro!tibició11 ética regulatla eu el articulo 6 letra e) de la LEC. 

a) En cuanto al señor Luis Antonio .Dheming Almendmes, ex.Alcalde Municipal y actualmente 

Regidor Propietario de Meanguera del Go(/o. departamento de La Unión. 

Se ha logrado determinar que durante los meses de julio de dos mil dieciséis, julio y agosto 

de dos mil diecisiete el señor Dheming Almenclares percibió su salario completo como Alcalde 

Municipal de Meangµera del Golfo, departamento La Unión, por la cantidad de dos mil cien dólares 

de los Estados Un idos de Améri ca (US $2, 100.00) mensuales, sin ningún tipo de reducciones por 

ausencias, así tampoco constan permisos a favor de dicho sefior para ausentarse de sus labores en la 

ca lidad antes expresados, como consta en las copias certificadas de planillas de pago de salarios del 

señor Luis Antonio l)heming Almendares correspondiente ese lapso (f<;. 179 y 180, 182). 

Por otra parte, consta en copia ceri i ficada de rnov irnien tos migratorios vía aérea clel señor 

Dheming Almcndares que salió del país hacia los Estados Unidos de América durante las fechas 

correspondientes a los días: a) veintitrés al treinta y uno de jul io de dos mil diec iséis; h) veintinueve 

de jul io al seis de agosto ele dos mil diecisiete; y, e) once al cato rce de agosto de dos mil diecisiete 

(f: 18- -? I -??) s. ); ) _ ' ) __ . 

Por su parte, respecto de ello el investigado indica, por medio de su npoderaclo, en su escrito 

agregado a fol ios 372 y 373 que "efectivamente mi mandante maní fiesta que por un error invo luntario 

producto de la falibilidad humanan la cual todos los seres humanos estamos expuestos y sin ninguna 

malicia más que por desconocimiento de la ley y las consecuencias de e lla sin actuar con dolo alguno 

de causar clailo, debido a que no se contaba con un depanarm:nto jurídico que asesora y previniera 
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que esa acción era ilegal mi presentado hizo indebidamente esos cobros de salario en ese orden de 

ideas admite esos hechos y se allana a los mismos asumiendo desde ya las consecuencias y 

responsabilidades de dicho actuar comprometiéndose desde acto a someterse a la sanción que este 

Tribuna l considere oportuna y a resarcir el daño ocasionado mediante la resolución que se emita al 

respecto" (sic). 

Por tanto, se comprueba que durante los meses de jul io ele dos mil dieciséis, julio y agosto ele 

dos mil diecisiete, el señor Oheming Almendarcs devengó su sa lario completo, sin sufrir reducciones; 

no obstante, se encontraba rucra del país en las fochas que se detal lan y sin que existiera permiso para 

ello, situación que ha sido reconoc ida expresamente por el investigado. 

Debe destacarse que, si bien se ha comprobado que en el mes de junio de dos mil dieciséis el 

investigado vinjó sin contar con permiso para ell o, al haber transcurrido cinco años entre la conducta 

indicada y la notifi cación de la apertura del procedimiento la misma habría prescrito y por tanto no 

es posib le sancionar su cometirniento. 

b) J:.:n c11a1110 aí seífor Ermin Afilio Montesinos Barahona, Primer Regidor Propietario de la 

citada municipalidad al 1110111e11/o de los hechos. 

Efectivamente se ha comprobado que el señor Montes inos Barahona devengó la cantidad de 

trescientos dólares de los Estados Unidos de América (US $300.00) en concepto ele dieta 

correspondiente al mes de junio de dos mil dieciséis, sin reducción, ni descuento y sin haber es~ado 

presente en la Alcaldía Municipal en comento, como consta en la copia certificada de planilla ele pago 

ele sa lario del mismo (f. 205). 

Asimismo, se advierte que el señor Montesinos Barahona se encontraba fuera de l país entre 

e l período comprendido entre los días doce y veintidós de junio de dos mil dieciséis, como consta en 

los movimientos migratorios aéreos del mismo (f. 186). 

No obstan!e a ello, el referido servidor pl'1blico suscribió como si hubiere estado presente el 

acta de sesión de Concejo Municipal de esa loca lidad, número once de fecha trece de j unio de dos 

mil dieciséis, como consta en copia simple de la misma (f. 51 O). 

En consecuencia, en el mes ele junio de dos mil dieciséis, devengo la cantidad antes aludida 

en concepto de dieta correspondiente a dicho mes, sin reducción, ni descuento y sin haber estado 

presente en la rcrerida comuna durante los clíns doce hasta veintidós de junio de dos mil dieciséis, ya 

que se encontraba ele viaje en los Estados Unidos de América, sin que existiera permiso para 

ausentarse. 

V. Sanción aplicable. 

El artículo 42 de la LEG prescribe: ,;Una vez comprobado el incumplimiento de los deberes 

élicos o la violación de las prohibiciones éticas previstas en es/a Ley, el Tribunal sin perjuicio de la 

responsabilidad civil, penal u otra a que diere lugar, impondrá la multa respectiva, ctrya cuantía no 

será inferior a 1111 salario mínimo mensual hasta un máximo de cuarenta salarios mínimos mensuales 

urbanos para el sector comercio. ----El Tribunal deberá imponer una sanción por cada h7fracción 

comprobada ". 

El artícu lo 97 del RLEG prescribe también estos aspectos y agrega que para la fijación del 

monto de la multa se tomarún en cuenta los criterios establecidos en el artículo 44 de la LEG y el 
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monto del sa lario mínimo mensual para el sector comercio vigente en el momento en que se cometió 

.la infracción. 

Según el Decreto Ejecutivo N.º 104 ele fecha uno de julio de dos mil trece, y publicado en el 

Diario Oficial N.º 119, Tomo 400, de esa misma lecha, el monto del snlario mínimo mensua l urbano 

para el sector comercio vigente al momento en que los señores Luis Antonio Dheming J\lmendares y 

Ermin J\tilio Montesinos Barahona incurrieron en la conducta const itutiva de transgresión a Ja 

prohibición ética regulada en el artículo 6 letra e) ele la LEG, en el año dos mil dieciséis hasta el día 

veintiuno de diciembre de dos mil diecisiete; as imismo, en e l que señor Dheming Almenclares habría 

incurrido en la infracción al deber ético regulado en el artículo 5 letra a) LEG, equivalía a doscientos 

cincuenta y un dó lares de los Estados Unidos de América (EE.UU.) con setenta centavos 

(US$25 I . 70). 

De conformidad con el mtículo 44 de la LEG, para fijar el monto de la multa el Tribunal 

considerará uno o más de los siguientes aspectos: i) la gravedad y circunstancias del hecho cometido; 

;¡)el beneficio o ganancias obtenidas por el i11fi'oclor, su cónyuge, conviviente, parientes dentro de 

los grados establecidos o socio, como consecuencia de los actos 11 omisiones constit11tivos de la 

infracc ión; iii) el daño ocasionado a la Administración Pública o a terceros pe1j11dicados; y iv) la 

capacidad de pago, y la renta potencial del sancionado al momento de la irifracción. Estos son, pues, 

1.os criterios ele dosimetría que deben va lorarse para que la sanción impuesta sea proporcional. 

En este caso, los parámetros o criterios objetivos para cuantificar la multa que se impondrá a 

los infractores, son los siguientes: 

i) Respecto a la gravedad y circunstancias de los hechos cometidos: 

El artículo 218 de la Constitución establece en su primera parte que " los fi.mc ionarios y 

empleados públ icos están al servicio del Estado", de ahí que la Sala ele lo Constitucional haya 

interpretado que éstos deben rea lizar su función con eficacia y también con una actitud de 

desprendimiento del propio interés o ele fines personales (sentencia del 28-11-20 14, 

Inconstitucional idad 8-2014, Sala de lo Constitucional). 

/\hora bien, la legislación secundaria, particularmente la LEG contiene como uno de sus 

principios, el de supremacía del interés público - artícu lo 4 letra a) de la LEG-, el cual orienta a todos 

.los destinatarios de esa norma a anteponer siempre el interés público sobre el interés privado. 

/\demás, los alcaldes, en cumplimiento de las funciones que le corresponden de conformidad 

al Código Municipal, son titulares del gobierno y de la administración munic ipales (resolución de la 

Sala de lo Constitucional emitida en el proceso de Amparo re f. 336-2007, del 24/Vll/2008). 

Como titulares del municipio están ll amados a la procura del bien común local, según lo 

determina el artículo 2 del referido Código, lo cual se extiende a la buena administración de los 

recursos municipales, que deben destinarse para fines de orden estrictamente institucional. 

De hecho, siendo funcionarios de primer grado - esto es, de elección popular- tienen un 

comprom isa con la comunidad que los designó de l'orma inmediata como sus representantes, en una 

votación directa que legitima el ejercicio ele sus funciones y las decisiones que tomen respecto a ellas, 

las cuales deben ejecutar anteponiendo siempre el interés público, con imparcialidad, lealtad y 

probidad, en consonancia con el mandato que les fue conferido popu larmente. 
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Por lo que. el señor Dhcming Almcndares debía ulilizar los recursos de la Akaldía Municipal 

de Mcnagucra del Golfo. departamento de Ln Unión, para la ejecución de los lines institucionales de 

la misma, y no para crear un benefic io particular para la construcción de In referida ca lle en terreno 

pri vado a favor de un grupo de personas, entre ellas su madre. 

Asimismo, debe considerarse que lodo servidor público está conminado a cumplir con buena 

íe los deberes que su cargo le impone. Esta buena fe se identifica con el únimo de servicio y de 

solución legítima a las necesidades de la colectividad y. por ende. de su nivel de responsabilidad y 

compromiso con la sociedad, a cuyos intereses debe servir. De este modo. la magnitud de la infracción 

deriva en este caso de su opción de privilegiar inlereses particulares sobre el in terés general ante el 

incumplimiento ele sus funciones. 

Por otra parte. los miembros de Concejo Municipa les están obligados a asistir puntualmente 

a !ns sesiones ele conformidad al artículo 44 del citado Código. 

En este sentido. el señor Dheming Almendares debía -entre otras funciones- ejercer las 

l'unciones de gobierno y administración de la citada comuna, presidir las sesiones del Concejo 

Municipal en concreto. cumpli r y hacer cumplir las ordenanzas de esa loci11idad. A su vez el señor 

Ennin Atilio Montes inos 13arahona tenía la obligación ele asistir a la sesión de ese Concejo Municipal 

de fecha trece de junio de dos mil dieciséis; por ello al no cumpl ir a cabalidad el primero con la 

jornada laboral que le corresponde como servidor público referente a los meses de julio de dos mil 

dieciséis, julio y agosto de dos mil diecisiete; y el según con su asistencia a dicha sesión de Concejo 

en el mes de junio de dos mil dieciséis, antepusieron su interés personal sobre su deber de deslinar el 

tiempo de trabajo para el cual fueron electos. 

Ademús, por el nivel de sus responsabilidades en vi rtud de sus ca rgos de Alcalde Municipal 

y Regidor Propietario de la Alcaldía Mu nicipal en comento, respeclivn mcnte, los señores Luis 

Antonio Dherning Almcndarcs y Ermin Alilio Montesinos Barahona debieron actuar conforme al 

principio ético de responsabi lidad -artículo 4 letra g) LEG- . el cual conmina a cumplir con diligencia 

las obligaciones del cargo o empico público. 

Por tanto. In gravedad de la conducta antiética cometida por los investigados devienen de la 

natura leza y jerarquía de los citados cargos que dichos señores desempcliabnn cuando incurrieron en 

el la. pues su posición en un ni vel superior. dentro de In mencionado comuna, demandaba un 

comportamiento laboral coherente con la magnitud de sus responsabilidades y las decisiones que 

debían adoptar y. en consecuencia. demandaba también mayor rigor en el cumplimiento de la LEG. 

de manera que se constituyese incluso en un referente de conducta ética para el resto del pcrson~I de 

esa Alcaldía. 

ii) La re11w potencial del sancionado al 1110111e11to de la transgresión. 

Entre los años dos mil dieciséis y dos mil diecisiete, cuando acaecieron los hechos 

constitutivos de transgresión al deber ético regulado en e l art. 5 letra a) de la LEG y la prohi bición 

ética establecida en el artículo 6 letra e) de ese cuerpo normativo, de parte del señor señores Luis 

Antonio Dheming Almendares, este percibió un salario mensual de dos mil cien dólares de los 

Estados Unidos de América (US $2,100.00). como se verifica en copias certificadas de planillas de 
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pago de salarios de dicho señor correspondiente a los meses julio ele dos mil dieciséis y julio y agosto 

'de dos mil diecisiete (fS. 179 y 180, 182). 

Por olro lado, en el mes de junio de dos mil diec isé is, cuando ocurrió el hecho constitutivo ele 

infracción a la prohibición ética establecida en el artículo 6 letra e) ele la LEG, ele parte del señor 

Ermin Atilio Montesinos Barahona, este perc ibió en concepto de di eta por asistencia a sesión de 

Concejo Municipal de esa local idad la cantidad de trescientos dólares de los Estados Un idos de 

América (US $300.00), como consta en la copia ce1tificacla de planilla de pago de sa lario de l mismo 

(f. 205). 

Por otro lado, el señor Luis Antonio Dheming A lmendares ha reconocido de forma expresa y 

por escrito su responsabilidad en la comisión de la infracción a la prohibición ética regu lada en el 

artículo 6 letra e) ele la LEG que se le atribuye y, conforme a lo dispuesto en el artícu lo 156 de Ja 

LPA, el lo es considerado por este Tribunal como una circunstancia atenuante para Ja determinación 

de la sanción. 

En consecuencia, en atención a la gravedad de las conductas acreditadas, el daño ocasionado 

a la Administración Pública y a la renta potencial del señor Luis Antonio Dheming Almendares y a 

que éste aceptó su responsabilidad por los hechos y transgresión a la prohibición ética que se le 

atribuye, es pertinente imponer las siguientes multas: 

i) Una multa de diez sa larios mínimos mensuales urbano para el sector comercio de dos mil 

quinientos diecisiete dólares de los Estados Unidos de América (US$2,5 l 7), por la transgresión al 

deber ético regulado en el artículo 5 letra a) de la LEG; cuantía que resulta proporcional a la infracción 

cometida según los parámetros antes desarrollados. 

ii) Una multa de un sa lario mínimo mensual urbano para el sector comercio ele doscientos 

cincuenta y un dólares de Jos Estados Unidos de América (EE.UU.) con setenta centavos (US 

$251.70), por la infracción a Ja prohibición ética regulada en el art. 6 letra e) de la LEG; cuantía que 

resulta proporcional a la transgresión cometida scgt'in los parámetros antes clesarrol laclos. 

Finalmente, en atención a la gravedad de las conductas acreditadas, y a la renta potencial del 

señor Ermin Atilio Montesinos Barahona, es pertinente imponerle a este último una multa de un 

sa lario mínimo mensual urbano para el sector comercio, de doscientos cincuenta y un dólares ele los 

·Estados Unidos de América (EE.UU.) con setenta centavos (US$251.70), por la in fracción a la 

prohibición ética regu lada en el art. 6 letra e) de la LEG; cuantía que resulta proporcional a Ja 

transgTesión cometida según los parámetros antes desarrollados. 

Por tanto, con base en los artículos 1 y 14 de la Constitución; VI. 1 letra c) ele la Convención 

lnteramericana contra la Corrupción; 1 y 8 de la Convención ele las Naciones Unidas contra la 

Corrupción; 4, 5 letra a), 6 letra e), 20 letra a), 37, 42, 43 y 44 de la Ley de .Ética Gubernamental; 95 

y 97 de l Reglamento de dicha Ley, este Tribunal RESUELVE: 

a) Sanciónase al señor Luis Antonio Dheming Almcnclares, ex Alcalde Municipal y 

actualmente Regidor Propietario de Meanguera del Golfo, departamento de La Unión, con una multa 

dos mil quinientos diecisiete dólares ele los Estados Unidos de América (US$2,5 l 7), por haber 

transgredido el deber ético regulado en el a11ículo 5 letra a) de la LEG. 
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b) Sa11ció11ase al señor Luis Antonio Dhcming Al menda res, ex A lcaldc Municipal y 

actualmente Regidor Propiclario de Mcangucra del Golfo, departamento de La Unión, co n una multa 

de doscientos cincuenta y un dólares con setenta centavos de dólar de los Estados Unidos de América 

(US $25 1.70). por haber transgredido la prohibición ética regulada en el artículo 6 letra e) de la LEG. 

e) Sa11ció11ase al señor Ermin Atilio Montesinos Barnhona, ex Primer Regidor Propietario de 

la Alcaldía Municipal de Meanguera del Golfo. dcpanamcnto de La Unión. con una multa de 

doscientos cincuenta y un dólares con setenta centavos de dólar de los Estados Un idos de América 

(US $25 1.70), po r haber transgredido la prohibición ética regulada en el artículo 6 letra e) de la LEG. 

<O Se hace sabt.:r al sefíor Luis Anlonio Ohcming !\lmcndarcs, a su apoderado general judicial, 

liccncinclo ; ni señor Ennin i\tilio Montesinos Barahona, y su 

Defonsor Públ ico. licenciado  que de conformidad a los artículos 

39 de la Ley de l~ticn Gubernamental, 96 del Rcglnmcnto de dicha Ley. 104. 132 y 133 de la Ley de 

Proccdimiemos Admin istrativos. para la presente reso lución se encuentra habilitada la interposición 

del Recurso de Rcconsidcración. el cual es optativo para e l agotamiento de la vía administrativa; y 

de disponer su utilización. deberán presentarse dentro del plazo de diez días hábiles. contados a partir 

tlcl día siguiente a la notificación respecti va. 

Notifíq 11l!se. 

PRONU NCIADO P()I{ LO:SMll::MUKO::> Dh l~TRll3UNAL ~UIC: LO SUSCl\JBEN. 
8 
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